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I. RESUMEN

1. El 18 de marzo de 2005, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una denuncia presentada por Cecilia Adriana Hernández Norambuena (“la peticionaria”)
 contra la República Federativa de Brasil ( “Brasil” o “el Estado”) por la presunta violación de los artículos 1.1, 2, 5, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“Convención Americana”), en virtud de las condiciones de detención y del régimen disciplinario diferenciado aplicado a su hermano, el ciudadano chileno Mauricio Hernández Norambuena (“la presunta víctima”), lo cual constituiría trato cruel, inhumano o degradante.
2. La peticionaria sostiene que la presunta víctima ha sido privada de libertad bajo un régimen de reclusión caracterizado por el aislamiento y la incomunicación, en las penitenciarías de Taubaté y Presidente Bernardes, en São Paulo.  Conforme a la peticionaria, el llamado “régimen disciplinario diferenciado” fue creado a través de un Decreto del Secretario de Administración Penitenciaria de São Paulo en 2001, y luego ratificado nacionalmente mediante la promulgación de la Ley 10.792 por el Congreso Nacional, el 1 de diciembre de 2003.  La peticionaria mantiene que ese régimen disciplinario diferenciado ha sido continuamente aplicado a la presunta víctima por más de 8 años, y que las condiciones de detención a las que ha sido sometido violan su derechos a la integridad personal, la igualdad ante la ley, el derecho a la no discriminación y el derecho a la protección judicial.  Por su parte, el Estado manifiesta que la peticionaria no ha agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a lo exigido por el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  Señala asimismo el Estado que no se aplican a la presente situación las excepciones a la regla del previo agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención y que, por tanto, la CIDH debe declarar la inadmisibilidad de esta petición.
3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión Interamericana decide declarar el caso parcialmente admisible, en lo referente a la presunta incompatibilidad del régimen disciplinario diferenciado con la Convención Americana, a efectos del examen de los derechos consagrados en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con las obligaciones generales consagradas por los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento internacional.  La CIDH decide además notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
4. La Comisión Interamericana recibió la petición el 18 de marzo de 2005.  El 11 de mayo de 2005 transmitió las partes pertinentes al Estado.  El 5 de marzo de 2007, en virtud de la falta de respuesta del Estado respecto de esta petición, la CIDH decidió diferir el tratamiento de la admisibilidad hasta el debate y decisión sobre el fondo, y notificó a las partes sobre la apertura del caso, conforme al artículo 37.3 del entonces vigente Reglamento de la CIDH
.
5. Los días 6 de marzo y 26 de abril de 2007, la CIDH recibió la respuesta del Estado sobre esta petición, así como sus respectivos anexos.  En dichas comunicaciones, el Estado indicó que la contestación a esta petición había sido enviada a la Comisión Interamericana desde los días 26 de abril y 2 de mayo de 2006, y por tanto, probablemente habría sido extraviada.  En ese sentido, el Estado solicitó que la CIDH reconsiderara su decisión de diferir el tratamiento de la admisibilidad hasta el debate y decisión sobre el fondo.  El18 de marzo de 2008, la CIDH decidió reconsiderar su decisión de acumular los análisis de admisibilidad y fondo, y solicitó información adicional respecto de la admisibilidad de esta petición.
6. La CIDH recibió información adicional de la peticionaria en las siguientes fechas: 8 de mayo de 2007, 23 de mayo de 2008 y 27 de septiembre de 2010.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.  Por otra parte, la CIDH recibió observaciones adicionales del Estado y sus anexos el 12 de noviembre y el 25 de noviembre de 2008, respectivamente. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a la peticionaria.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
Posición de la peticionaria
7. La peticionaria informa, a manera de antecedente, que la presunta víctima --ciudadano chileno-- comenzó a tomar parte activa en las movilizaciones de resistencia en contra del gobierno dictatorial del General Augusto Pinochet Ugarte en Chile, a los 18 años de edad, en el año 1976, cuando ingresó al movimiento “Juventudes Comunistas de Chile”.  Posteriormente, indica que la presunta víctima se incorporó al Frente Patriótico Manuel Rodríguez, órgano del Partido Comunista de Chile encargado de la lucha armada en contra de la dictadura militar chilena.  Agrega que en agosto de 1993, la presunta víctima fue detenida y luego condenada a 2 sentencias de cadena perpetua por acciones armadas del Frente Patriótico.  Finalmente, en diciembre de 1996 el señor Hernández Norambuena fue rescatado junto a otros cuatro disidentes políticos por un helicóptero desde la cárcel de alta seguridad de Santiago.
8. La peticionaria indica que el 3 de febrero de 2002, la presunta víctima fue detenida en São Paulo, Brasil, junto a otros ciudadanos de diversos países por extorsión mediante secuestro.  Agrega que la presunta víctima fue efectivamente condenada en primera y segunda instancias por el secuestro del publicista Washington Olivetto, y que se le impuso la pena de 30 años de privación de libertad en Brasil.  Conforme a la peticionaria, desde el momento mismo de su aprehensión por la policía en Brasil, la presunta víctima fue sometida a un trato inhumano, cruel y degradante por parte de las fuerzas policiales.  En ese sentido, la peticionaria alega que la presunta víctima fue torturada durante su interrogatorio mediante la aplicación de los más diversos tormentos, tales como la aplicación de corriente eléctrica en zonas sensibles del cuerpo, la inmersión en agua o de bolsas de plástico sobre su cabeza (técnica del “submarino”), golpizas y otras bajezas.  Resalta que la presunta víctima no denunció tales hechos ante las autoridades judiciales competentes debido al temor de ser víctima de eventuales represalias al interior de la cárcel.
9. Adicionalmente, la peticionaria denuncia que la presunta víctima fue sometida a un régimen especial de privación de libertad: el “régimen disciplinario diferenciado” (regime disciplinar diferenciado, en adelante “RDD”), desde febrero de 2002.  En su opinión, ese régimen – caracterizado particularmente por la incomunicación y el aislamiento de la persona privada de libertad, y creado en São Paulo a través de un Decreto (Resolução SAP n. 026/01) del Secretario de Administración Penitenciaria el 4 de mayo de 2001 – es incompatible con los derechos humanos de los detenidos, debido a que constituye trato cruel, inhumano o degradante.  Conforme a la peticionaria, la presunta víctima fue inicialmente privada de libertad en la Casa de Custodia de Taubaté, estado de São Paulo, donde permaneció en total y absoluto aislamiento durante varias semanas, y que sólo podía salir al patio una vez por semana durante 30 minutos, entre otras restricciones.

10. Según la peticionaria, el 22 de marzo de 2003, la presunta víctima fue trasladada al Centro de Readaptación Penitenciaria Presidente Bernardes.  Según la peticionaria, en ese centro penal la presunta víctima siguió privada de libertad bajo el RDD en virtud de una decisión administrativa de las autoridades penitenciarias.  Posteriormente, el 1 de diciembre de 2003, alude la peticionaria que el Congreso Nacional brasileño aprobó la Ley 10.792 que modificó la Ley de Ejecución Penal brasileña (Ley 7.210, del 11 de julio de 1984), y que el RDD inicialmente creado en São Paulo fue ratificado legalmente en todo el país.  La peticionaria resalta que, de los partícipes en el secuestro del publicista Washington Olivetto, la presunta víctima es la única a quien se ha aplicado dicho régimen de manera prolongada, lo que supuestamente constituiría trato discriminatorio por su condición de extranjero.  A partir de la entrada en vigor de la Ley 10.792, la peticionaria indica que las autoridades judiciales determinaron la permanencia de la presunta víctima bajo el RDD por 360 días a partir del 1º de diciembre de 2003, y posteriormente por 360 días adicionales a partir del 1º de diciembre de 2004.
11. En relación con el agotamiento de los recursos internos, la peticionaria alega que se aplican las excepciones previstas en el artículo 46.2 de la Convención Americana.  Al respecto, la peticionaria mantiene que la permanencia de la presunta víctima bajo el RDD fue determinada por una decisión judicial de 28 de enero de 2005, que acogió la solicitud de la autoridad penitenciaria para prorrogar la aplicación del RDD a la presunta víctima hasta el fin de noviembre de 2006.  Asimismo, la peticionaria sostiene que la presunta víctima interpuso varios recursos para cuestionar su sometimiento al RDD, por ejemplo, dos habeas corpus y dos recursos de ejecución penal (agravo em execução penal); sin embargo, observa que las autoridades judiciales se han retardado injustificadamente en la decisión sobre los mencionados recursos.
12. Adicionalmente, la peticionaria sostiene que la permanencia de la presunta víctima bajo el RDD de forma prolongada le ha provocado el deterioro de su salud física y mental.  En ese sentido, indica que la presunta víctima presenta un cuadro riesgoso de hipertensión, mareos, temblor corporal, fuertes dolores de cabeza, trastornos ansiosos, pérdida del sueño, fatiga mental y depresión, entre otros problemas de salud.

13. Conforme a la peticionaria, Hernández Norambuena ha sido continuamente sometido, en la práctica, a un régimen carcelario similar al RDD y caracterizado por el aislamiento prolongado, la restricción al ingreso de comidas y libros, y condiciones de detención inadecuadas, entre otras restricciones.  Ello habría ocurrido desde el fin de la aplicación del RDD a en noviembre de 2006, y su subsiguiente traslado a la Cárcel de Avaré, estado de São Paulo, y luego al Presidio Federal de Catanduvas, estado de Paraná.  
14. Por lo tanto, la peticionaria alega que Brasil ha violado en detrimento de la presunta víctima los artículos 1, 2, 5, 24 y 25 de la Convención Americana, así como derechos consagrados en la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (artículos I, II y XVIII) y en otros instrumentos internacionales adoptados por las Naciones Unidas: la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; los Principios Básicos para el Tratamiento de los Reclusos; las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos; la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; el Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión; los Principios Básicos relativos a la Independencia de la Judicatura; y la Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos.
B.
Posición del Estado
15. El Estado afirma que la petición es inadmisible porque la peticionaria no ha agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a lo exigido por el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  Adicionalmente, el Estado alega que no se aplican a la presente situación ninguna de las excepciones a la regla del previo agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención Americana.  Finalmente, el Estado presenta consideraciones sobre el fondo de la petición, a manera de argumentación, a fin de demostrar que el RDD y su aplicación a la presunta víctima no constituyen violación alguna a la Convención Americana.

16. Preliminarmente, el Estado observa que la presunta víctima fue condenada mediante sentencia definitiva a 30 años de privación de libertad, en virtud de haber cometido extorsión mediante secuestro, tortura y participación en banda criminal, en São Paulo, Brasil.  Asimismo, Brasil indica que el Gobierno de Chile ha solicitado la extradición de la presunta víctima a fin de que cumpla con sus condenas a prisión perpetua por dos delitos graves: el homicidio del Senador chileno Jaime Guzmán en abril de 1991, y el secuestro de Cristian Del Rio en febrero de 1992.  Conforme al Estado, el Supremo Tribunal Federal (“STF”) aprobó la extradición de la presunta víctima el 26 de agosto de 2004, bajo la condición de que la misma no sea sometida a la prisión perpetua, que es una pena prohibida en Brasil.  El Estado indica, por tanto, que el STF condicionó la extradición de la presunta víctima a la conmutación de las dos condenas a cadena perpetua por la privación de libertad por como máximo 30 años.  En efecto, el Estado señala que la presunta víctima no ha sido extraditada hasta la fecha, en virtud de la prohibición legal existente en Brasil sobre la prisión perpetua, la pena de muerte o la privación de libertad por período superior a 30 años.
17. Específicamente respecto de la admisibilidad de la petición, el Estado alega que la presunta víctima no ha agotado debidamente los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios de Derecho Internacional generalmente reconocidos.  Al respecto, el Estado observa que la presunta víctima interpuso dos recursos de habeas corpus respecto de su sometimiento al RDD (HC 464.035.3/5-00 y HC 464.315.3/3-00) el 8 de julio de 2004 y el 29 de julio de 2004, respectivamente.  Agrega el Estado que ambos habeas corpus fueron rechazados, el 29 de noviembre de 2004 y el 10 de marzo de 2005, respectivamente.  Sobre el habeas corpus, el Estado alega que, en el ordenamiento jurídico brasileño, dicho recurso se destina a evitar o suspender la violación a la libertad de movimiento, en virtud de ilegalidades o abuso de poder, conforme al artículo 5, LXVIII de la Constitución.  En  ese sentido, Brasil asevera que los habeas corpus interpuestos por la presunta víctima se destinaron a solicitar su transferencia del RDD a otro régimen carcelario menos rígido, es decir, el Estado alega que la presunta víctima agotó indebidamente los recursos internos, por cuanto el habeas corpus no sirve para lo solicitado ante las autoridades judiciales.  En cualquier caso, el Estado añade que la presunta víctima podría haber apelado contra las decisiones que rechazaron sus habeas corpus, ante el Superior Tribunal de Justicia (“STJ) y el STF, pero no lo hizo.
18. Conforme al Estado, el recurso idóneo para cuestionar el sometimiento de la presunta víctima al RDD es el recurso sobre ejecución penal (agravo em execução penal), previsto en el artículo 197 de la Ley de Ejecución Penal.  En ese sentido, el Estado observa que la presunta víctima también interpuso un Agravo em Execução Penal (N° 1.492,379-8/0 – posteriormente renumerado como 830.320.3/9) sobre su sometimiento al RDD, así como presentó otro Agravo em Execução Penal el 26 de diciembre de 2005, en contra de la decisión judicial del 20 de diciembre de 2005 que prorrogó su sometimiento al RDD.  Según el Estado, dichos recursos no han sido decididos y todavía hay recursos posibles.  Consecuentemente, el Estado alega que los recursos internos no han sido previamente agotados y la petición debe ser declarada inadmisible, conforme al artículo 46.1.a de la Convención Americana.
19. El Estado argumenta que la permanencia de la presunta víctima bajo el RDD se ha justificado en virtud de que él presenta alto riesgo para el orden público y la seguridad del establecimiento carcelario.  A ese respecto, el Estado observa que la presunta víctima fue inicialmente sometida al RDD desde el 4 de febrero de 2002, con base en el Decreto del Secretario de Administración Penitenciaria de São Paulo.  Posteriormente, tras la promulgación de la Ley 10.792, el 1º de diciembre de 2003, la presunta víctima permaneció sometido al RDD, hasta el 23 de noviembre de 2006, conforme a la decisión del Juez de Ejecución Penal del 20 de diciembre de 2005.  Agrega el Estado que la presunta víctima actualmente se encuentra privada de libertad, desde el 3 de febrero de 2007, en la Penitenciaría Federal de Catanduvas, estado de Paraná.  Según el Estado, durante toda su privación de libertad, la presunta víctima ha recibido la debida asistencia médica, no ha presentado problemas de salud física o mental graves, y se han respetado todos sus derechos humanos.  Finalmente, el Estado argumenta que el RDD es un régimen de cumplimiento de la pena privativa de libertad establecido por ley, y que el mismo no es incompatible con la Convención Americana o con otros estándares internacionales respecto de los derechos de los privados de libertad, una vez que no suspende sino que meramente restringe algunos derechos, por razones de seguridad.
20. En resumen, el Estado solicita se declare la inadmisibilidad de la presente petición al amparo del artículo 46.1.a de la Convención Americana porque no se han agotado los recursos de la jurisdicción interna.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
21. La peticionaria se encuentra facultada, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la CIDH.  La petición señala como presunta víctima a Mauricio Hernández Norambuena, respecto de quien el Estado se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión Interamericana observa que Brasil es parte en la Convención Americana desde el 25 de septiembre de 1992, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la CIDH tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la CIDH tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Brasil, Estado parte en dicho tratado.
22. Finalmente, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian primordialmente violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.  Al respecto, la CIDH toma nota que la peticionaria también alega  violaciones de los artículos I, II y XVIII de la Declaración Americana.  La CIDH observa que para Brasil, como Estado Parte en la Convención Americana, “la fuente concreta de sus obligaciones, en lo que respeta a la protección de los derechos humanos es, en principio, la propia Convención”
, siempre que la petición se refiera a la presunta violación de derechos idénticos en ambos instrumentos, como ocurre en la presente petición.  Consecuentemente, dichos alegatos serán examinados exclusivamente en base a la Convención Americana.  Por otra parte, la CIDH decide que no tiene competencia ratione materiae para pronunciarse sobre supuestas violaciones a tratados u otros instrumentos internacionales adoptados por la Organización de las Naciones Unidas, aunque puede tomarlos en cuenta a efectos de interpretar y aplicar los instrumentos regionales.

B.
Agotamiento de los recursos internos
23. El artículo 46.1.a de la Convención Americana establece como requisito de admisibilidad de una petición el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna del Estado.  Dicho requisito se aplica cuando en el sistema nacional están efectivamente disponibles recursos que son adecuados y eficaces para remediar la presunta violación.  En este sentido, el artículo 46.2 especifica que el requisito no se aplica cuando no exista en la legislación interna el debido proceso legal para la protección del derecho en cuestión; o si la presunta víctima no tuvo acceso a los recursos de la jurisdicción interna; o si hay retardo injustificado en la decisión sobre dichos recursos.
24. En el presente caso, la CIDH observa, en primer lugar, que la peticionaria denuncia una serie de hechos que corresponderían a distintos recursos internos, algunos de los cuáles fueron interpuestos, mientras otros ni siquiera fueron intentados, conforme a la información presentada en autos por las partes.
25. En ese sentido, la CIDH resalta que la peticionaria denuncia hechos de tortura y malos tratos contra la presunta víctima en el momento de su aprehensión por las fuerzas policiales (supra párr. 8).  Al respecto, la peticionaria se limitó a hacer mención genérica a un presunto temor de represalias, y reconoció expresamente que tales hechos no fueron denunciados ante las autoridades estatales.  Asimismo, la CIDH observa que, tras la culminación de la aplicación del RDD a la presunta víctima en noviembre de 2006, la peticionaria denuncia violaciones relativas a las condiciones carcelarias de la presunta víctima en las cárceles de Avaré y Catanduvas (supra párr. 13).  Respecto de estos hechos, la peticionaria tampoco se refiere a algún recurso intentado a fin de cuestionar o denunciar las condiciones carcelarias presuntamente inadecuadas.  La CIDH ha establecido que, a fin de examinar el cumplimiento del requisito de previo agotamiento de los recursos internos, corresponde a priori a la peticionaria detallar los recursos internos interpuestos o, alternativamente, las circunstancias particulares que imposibilitaron invocar las vías judiciales correspondientes
.  En el presente caso, específicamente en lo referente a los dos alegatos indicados supra, la peticionaria no ha cumplido con su onus inicial respecto de este requisito de admisibilidad.  Consecuentemente, la CIDH decide que los alegatos de tortura durante el arresto y de condiciones carcelarias inadecuadas desvinculadas con el RDD son inadmisibles por cuanto no hay indicios de que los mismos fueron denunciados ante una autoridad, en atención a los artículos 46.1.a y 47.a de la Convención Americana.
26. Respecto del RDD y su aplicación concreta a la presunta víctima, la peticionaria se refirió a recursos de habeas corpus y agravos em execução penal interpuestos ante las autoridades judiciales competentes, y alegó que tales recursos no han sido eficaces y que hay retardo injustificado en la decisión sobre los mismos.  Por su parte, el Estado sostuvo que el habeas corpus no era el recurso adecuado para cuestionar la aplicación del RDD, sino que el recurso idóneo era el agravo em execução penal y que dicho recurso no había sido previamente agotado.
27. La CIDH observa, a ese respecto, que conforme a la información proporcionada por ambas partes (supra párrs. 9 y 19), la presunta víctima fue sometida al RDD a partir del 4 de febrero de 2002, cuando se encontraba privada de libertad en la Casa de Custodia de Taubaté.  Posteriormente, a partir del 22 de marzo de 2003, la presunta víctima continuó cumpliendo su pena privativa de libertad de 30 años (supra párrs 8 y 16) bajo el RDD en el Centro de Readaptación Penitenciaria Presidente Bernardes.  Asimismo, no es un hecho controvertido
, y así indican los documentos de autos
, que la presunta víctima permaneció privada de libertad bajo el RDD hasta el 23 de noviembre de 2006.  Una vez que se ha determinado supra que la petición no cumple con el requisito de agotamiento de los recursos internos en lo concerniente a los demás alegatos, la Comisión Interamericana debe determinar en este momento si la presente petición cumple con este requisito respecto de las alegadas violaciones relacionadas con las características del RDD y su aplicación concreta a la presunta víctima del 4 de febrero de 2002 hasta el 23 de noviembre de 2006.
28. La CIDH observa que el RDD fue creado inicialmente en el estado de São Paulo, mediante un decreto administrativo (Resolução SAP-026) emitido por el Secretario Estadual de Administración Penitenciaria el 4 de mayo de 2001, y publicado el 5 de mayo de 2001 en el Diario Oficial de São Paulo, Vol. 111, n. 84.  En lo pertinente, la Resolução SAP-026 establecía que el RDD es “aplicable a los líderes e miembros de las facciones criminales, así como a los presos cuyo comportamiento exija tratamiento específico”
, por un “tiempo máximo de permanencia, en la primera inclusión, de 180 días; y en las demás, de 360 días”
.  En lo relativo a sus características particulares, la Resolução SAP-026 determinaba la posibilidad de aislamiento por hasta 23 horas por día y el derecho a baño de sol de, como mínimo, 1 hora por día
; y el derecho a visitas durante dos horas por semana
, entre otras restricciones.  Además, establecía que la solicitud de inclusión de una persona privada de libertad en el RDD debería ser presentada ante el Coordinador regional de los establecimientos carcelarios, quien podría encaminar el pedido al Secretario Adjunto de Administración Penitenciaría, a quien incumbiría la decisión final
; y éste debería “comunicar”, dentro de 48 horas, su decisión al Juez de Ejecución Penal
.
29. La CIDH toma nota que la presunta víctima estuvo privada de libertad bajo el RDD creado por la Resolução SAP-026, desde el 4 de febrero de 2002 hasta la promulgación de la Ley 10.792, el 1 de diciembre de 2003, que instituyó el RDD en todo el territorio nacional.  A partir de la promulgación de la referida ley, que modificó la Ley de Ejecución Penal (Ley 7.210, del 11 de junio de 1984) y el Código de Proceso Penal (Decreto-Ley 3.689, del 3 de octubre de 1941), la presunta víctima siguió privada de libertad bajo el RDD, hasta el 23 de noviembre de 2006.  En particular, la Comisión Interamericana observa que, en lo pertinente, la Ley 10.792 determinó que la inclusión en el RDD debería resultar de un orden judicial previo y razonado, emitido por la autoridad judicial competente
 tras las manifestaciones del Ministerio Público y de la defensa del preso
.  Asimismo, modificó el artículo 52 de la Ley de Ejecución Penal, en los siguientes términos:

Art. 52. La práctica de hecho previsto como crimen doloso constituye falta grave y, cuando resulte en subversión del orden o disciplina internas, somete el preso provisorio, o condenado, sin perjuicio de la sanción penal, al régimen disciplinar diferenciado, con las siguientes características:
I – duración máxima de trescientos y sesenta días, sin perjuicio de renovación de la sanción por nueva falta grave similar, hasta el límite de un sexto de la pena aplicada;

II – detención en celda individual;

III – visitas semanales de dos personas, además de los niños, con duración de dos horas;

IV – derecho a salir de la celda por 2 horas diarias para baño de sol.
30. En relación con el agotamiento de los recursos internos, la CIDH resalta en primer lugar que durante la privación de libertad de la presunta víctima bajo el RDD creado por la Resolução SAP-026, dicho decreto no parecía establecer posibilidad alguna de recurso judicial a fin de cuestionar la permanencia de una persona bajo ese régimen.  A ese respecto, la CIDH resalta en particular que, conforme a lo dispuesto en el referido decreto administrativo, la decisión respecto de la inclusión de un preso en el RDD era competencia de la autoridad administrativa, quien meramente tenía la obligación de informarla a la autoridad judicial.  La CIDH determina, por tanto, a efectos de la admisibilidad de los alegatos referentes al RDD creado en São Paulo, que la legislación interna del Estado no contemplaba el debido proceso legal para la protección de los derechos que se alega han sido violados.
31. Asimismo, con la promulgación de la Ley 10.792, el Congreso brasileño efectivamente instituyó el RDD como un régimen de cumplimiento de la pena privativa de libertad reconocido legalmente en Brasil, hasta el límite establecido y en las hipótesis previstas en dicha ley.  La CIDH observa que la presunta víctima fue condenada a 30 años de privación de libertad, por tanto, de acuerdo con la Ley 10.792, podría estar legalmente sometida al RDD por hasta 1/6 de su pena (supra párr. 29), es decir, por 5 años a partir del 1 de diciembre de 2003.  En el presente caso, la presunta víctima interpuso varios recursos de habeas corpus
, así como Agravos em Execução Penal
, respecto de su sometimiento al RDD bajo la vigencia de la Ley 10.792.  Pese a que la información constante en autos indica que dichos recursos han sido decididos y que la presunta víctima no se encuentra privada de libertad de libertad bajo el RDD desde el 23 de noviembre de 2006 (supra párr. 27), la CIDH observa que la suspensión del RDD aplicado a la presunta víctima presuntamente no se dio en virtud de uno de los recursos interpuestos, sino porque las autoridades competentes no procuraron su renovación en la referida fecha.  La peticionaria denuncia que el RDD, sus características y el marco legal correspondiente, son incompatibles con la Convención Americana, particularmente con las obligaciones generales derivadas de los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, así como con los artículos 5 y 25 del mismo instrumento.  La CIDH considera, tras analizar los alegatos de ambas partes y las circunstancias particulares de la presente petición, que en relación con la aplicación del RDD a la presunta víctima dentro del límite temporal establecido por la Ley 10.792, los recursos de habeas corpus y agravo em execução penal, a efectos de la admisibilidad de la petición, no eran adecuados ni eficaces para remediar las presuntas violaciones, por cuanto su alcance legal no abarca el cuestionamiento de la compatibilidad de un régimen de cumplimiento de pena establecido por ley con la Convención Americana.
32. A la luz de lo expresado anteriormente, la Comisión Interamericana establece que, en lo referente al RDD y su aplicación concreta a la presunta víctima desde el 4 de febrero de 2002 hasta el 23 de noviembre de 2006, la presente petición es admisible conforme a la excepción prevista en el artículo 46.2.a de la Convención Americana.
C.
Plazo de presentación
33. La CIDH ha decidido supra que la excepción al previo agotamiento de los recursos internos prevista en el artículo 46.2.a es aplicable a la presente situación.  En tales casos, el artículo 32.2 del Reglamento de la Comisión Interamericana establece que la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión Interamericana.  A tal efecto, la CIDH debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.  La CIDH decide, en ese sentido, que la presentación de la petición el 18 de marzo de 2005, en lo referente a la supuesta incompatibilidad del RDD con la Convención Americana, se dio dentro de un plazo razonable, especialmente teniendo en cuenta que la presunta víctima fue sometida al RDD desde el 4 de febrero de 2002 hasta el 23 de noviembre de 2006.
D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales

34. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por este u otro órgano internacional. Por ello, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.

E.
Caracterización de los hechos alegados
35. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
36.  En este caso, en relación a los alegatos considerados admisibles en cuanto al agotamiento de los recursos internos, específicamente las características del RDD y su aplicación concreta a la presunta víctima, la Comisión Interamericana considera que, si se prueban verdaderas las alegaciones de la peticionaria, tenderían a caracterizar prima facie una violación de los derechos garantizados en los artículos 5, 8
 y 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento.  Por otro lado, la Comisión Interamericana encuentra que los alegatos presentados por la peticionaria en relación con la supuesta discriminación en contra la presunta víctima por su condición de extranjero no han sido suficientemente desarrollados a fin de caracterizar prima facie  una violación del derecho garantizado por el artículo 24 de la Convención Americana.  Consecuentemente, y de acuerdo con el artículo 47.b de la Convención Americana, la CIDH declara esta petición inadmisible en cuanto al artículo 24, y admisible respecto de los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 del mismo tratado.

V. CONCLUSIONES

37. La CIDH concluye que tiene competencia para conocer la presente denuncia, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  En virtud de los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS DECIDE:
1.
Declarar admisible la presente petición con relación a los artículos 5, 8 y 25, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 del mismo tratado;

2.
Declarar inadmisible esta petición con relación a los alegatos descritos en el párrafo 25 del presente informe, así como en cuanto al artículo 24 de la Convención Americana;
3.
Notificar esta decisión al Estado y a la peticionaria;
4.
Continuar con el análisis del fondo de la cuestión; y 

5.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y fimado en la ciudad de Washington, D.C., a los 31 días del mes de octubre de 2011.  (Assinado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vice-Presidente; y Luz Patricia Mejía Guerrero y  María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión.

� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la CIDH, el Comisionado Paulo Sérgio Pinheiro, de nacionalidad brasileña, no participó en el debate ni en la decisión del presente informe. Asimismo, el Comisionado Felipe González tampoco participó en las deliberaciones o la votación sobre el presente informe, de conformidad con el artículo 17.3 del Reglamento de la CIDH.


� Mediante comunicación presentada a la CIDH el 11 de marzo de 2008, la peticionaria confirió mandato judicial al abogado Alberto Espinoza Pino, para que la represente en la reclamación interpuesta ante la CIDH.


� El artículo 37.3 del entonces vigente Reglamento de la Comisión Interamericana corresponde al actualmente vigente artículo 36.3 del referido Reglamento.


� Corte IDH. Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el Marco del Artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-10/89 del 14 de julio de 1989. Serie A No. 10, párr. 46.


� Véase, mutatis mutandi, CIDH, Informe No. 44/09, Inadmisibilidad, Petición 12.161, Ciro Abdías Bodero Arellano (Perú), 27 de marzo de 2009, párr. 28; e Informe No. 45/09, Inadmisibilidad, Petición 12.079, María Mercedes Zapata Parra (Perú), 27 de marzo de 2009, párr. 34.


� Véase Contestación del Estado presentada el 6 de marzo de 2007, párr. 42; y Comunicación de la peticionaria presentada el 23 de mayo de 2008, pág. 4.


� Copias de las decisiones judiciales del Tribunal de Justicia del Estado de São Paulo sobre los Agravos em Execução n° 00951052.3/8-0000-000 y n° 00830320.3/9-0000-000 – Anexo V de la Comunicación del Estado presentados los días 12 y 15 de noviembre de 2008.


� Resolução SAP-026, artículo 1° (Traducción libre del portugués original: “aplicável aos líderes e integrantes das facções criminosas, bem como aos presos cujo comportamento exija tratamento espcífico”).


� Resolução SAP-026, artículo 4° (Traducción libre del portugués original: “O tempo máximo de permanência, na primeira inclusão, é de 180 dias; nas demais, de 360 dias”).


� Resolução SAP-026, artículo 5°, II.


� Resolução SAP-026, artículo 5°, IV.


� Resolução SAP-026, artículo 2°.


� Resolução SAP-026, artículo 8°.


� Ley 7.210 (conforme las modificaciones introducidas por la Ley 10.792), artículo 54.


� Ley 10.792, artículo 54, 2°.


� Con respecto al alcance del recurso de habeas corpus, la CIDH observa que, conforme al artículo 5°, LXVIII, de la Constitución brasileña, “el habeas corpus será otorgado siempre cuando alguien sufrir o estuviere amenazado de sufrir violencia o coacción en su libertad de movimiento, por ilegalidad o abuso de poder (Traducción libre del portugués original: “conceder-se-á habeas corpus sempre que alguém sofrer ou se achar ameaçado de sofrer violência ou coação em sua liberdade de locomoção, por ilegalidade ou abuso de poder”).


� Conforme al artículo 197 de la Ley de Ejecución Penal, “contra las decisiones emitidas por el juez [de ejecución], cabrá recurso de agravo, sin efecto suspensivo (Traducción libre del portugués original: “Das decisões proferidas pelo juiz caberá recurso de agravo, sem efeito suspensivo”).


� La CIDH admite este artículo de la Convención Americana en virtud del principio iura novit curia.





